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III.  OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE JUSTICIA
15074 Resolución de 1 de julio de 2011, de la Dirección General de los Registros y del 

Notariado, en el recurso interpuesto por un notario de Madrid contra la negativa 
de la registradora mercantil y de bienes muebles VIII de Madrid a inscribir una 
escritura de constitución de una sociedad de responsabilidad limitada.

En el recurso interpuesto por don Ignacio Maldonado Ramos, Notario de Madrid, 
contra la negativa de la registradora Mercantil y de Bienes Muebles VIII de Madrid, doña 
María Dolores Estella Hoyos, a inscribir una escritura de constitución de una sociedad de 
responsabilidad limitada.

Hechos

I

Al otorgamiento de una escritura de constitución de sociedad limitada autorizada por 
el Notario de Madrid, don Ignacio Maldonado Ramos, compareció don J. L. S. R. 
interviniendo en su propio nombre y derecho y, además, en nombre y representación de 
doña M. I. V. G.. Respecto de esta representación, el notario autorizante hizo constar: 
«Su representación le resulta del poder, que manifiesta vigente, y que le fue conferido en 
escritura autorizada por mí, el día 8 de mayo del año 2009, con el número 1.211 de orden 
de mi protocolo. Copia autorizada de la cual me exhibe, desde la que compruebo que el 
apoderado tiene conferidas facultades suficientes para intervenir en la presente escritura 
de constitución de sociedad de responsabilidad limitada».

II

Presentada en el Registro Mercantil VIII de Madrid copia auténtica de la escritura de 
constitución de sociedad de responsabilidad limitada, fue objeto de la siguiente nota de 
calificación: «María Dolores Estella Hoyos, Registradora Mercantil de Madrid, previo el 
consiguiente examen y calificación, de conformidad con los artículos 18 del Código de 
Comercio y 6 del Reglamento del Registro Mercantil y habiéndose dado cumplimiento a lo 
dispuesto en el artículo 15.2 de dicho Reglamento, ha resuelto no practicar la inscripción 
solicitada conforme a los siguientes hechos y Fundamentos de Derecho: Hechos Diario/
Asiento 2187/856 F. Presentación: 17/03/2011 Entrada: 1/2011/35.449,0 Sociedad: 
Atlantos Global Alternativas Sostenibles S. L. Autorizante: Maldonado Ramos Ignacio 
Protocolo: 2011/642 de 10/03/2011 Fundamentos de Derecho (Defectos) 1.–En la 
escritura presentada falta la debida transcripción, aunque somera, suficiente de las 
facultades atinentes al caso que integran el contenido del poder o cuando menos una 
referencia o relación de la esencia de tales facultades, por lo que queda sin motivación y 
por lo tanto incompleto el juicio de valor emitido por el notario autorizante e impide la 
función calificadora del registrador (artículos 98 de la Ley 24/2001 y 18.2 del Código de 
Comercio y 6 Reglamento del Registro Mercantil o 18 Ley Hipotecaria, por analogía 
artículo 54 Ley 30/1992. Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 13 de mayo 
de 2009) (“Boletín Oficial del Estado” 10-8-2010) Subsanable. Sin perjuicio de proceder a 
la subsanación de los defectos anteriores y a obtener la inscripción del documento, en 
relación con la presente (…) Madrid, a 23 de marzo de 2011».
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III

La nota de calificación transcrita fue notificada al notario autorizante y al presentante, 
subsanándose el defecto por diligencia notarial, quedando inscrita en el Registro Mercantil 
la escritura de constitución.

IV

El notario autorizante de la escritura calificada negativamente interpone recurso ante 
esta Dirección General mediante escrito de 19 de abril de 2011 en el que hace constar: 
Que en la escritura resultan claramente diferenciados los extremos relativos al 
encabezamiento, intervención y juicio de capacidad; que la fórmula empleada para emitir 
el juicio de suficiencia de poderes cumple los requisitos que le son exigibles, a la vista de 
diversas Resoluciones y Sentencias; y, que del fundamento de Derecho decimoctavo de 
la Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid utilizada por la registradora como 
argumento para denegar la inscripción del título resulta que la citada Sentencia ratifica el 
criterio de la Dirección General de los Registros y del Notariado en la medida en que 
declara «en el presente caso ninguna objeción cabría oponer si el notario hubiera 
expresado que valora suficientes las facultades del apoderado porque del documento 
auténtico reseñado resulta estar facultado para formalizar préstamos con garantía 
hipotecaria y todo los pactos complementarios incluidos en esta escritura, o hubiera 
utilizado otra fórmula semejante».

V

La Registradora Mercantil evacuó su informe el 28 de abril de 2011 y elevó el 
expediente a este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 1216, 1217, 1218, 1259, 1281, 1284, 1285, 1721 y 1722 del 
Código Civil; 18, 19 bis, 313, 322, 325, 326 y 327 de la Ley Hipotecaria; 1, 17 bis, 23, 24 
y 47 de la Ley del Notariado; 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social; 34 de la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, 
de reformas para el impulso a la productividad; 54.1.a) de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común; las Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 15 de julio de 1954, 13 de mayo de 1976, 26 de octubre de 1982, 29 de abril 
de 1994, 10 de febrero de 1995, 12 de abril de 1996, 28 de mayo y 11 de junio de 1999, 3 
de marzo de 2000, 12, 23 y 26 de abril, 3 y 21 de mayo, 30 de septiembre y 8 de 
noviembre de 2002, 9 de abril y 29 de septiembre de 2003, 11 de junio, 14, 15, 17, 20, 21 
y 22 de septiembre, 14, 15, 18, 19, 20, 21 y 22 de octubre y 10 de noviembre de 2004, 10 
de enero, 21, 22 y 23 de febrero, 12, 14, 15, 16 y 28 de marzo, 1 y 28 de abril, 4 (1.ª y 2.ª), 
5 (1.ª), 18 (2.ª), 20 (3.ª y 4.ª), 21 (1.ª, 2.ª, 3.ª y 4.ª) y 23 (1.ª, 2.ª y 3.ª) de mayo, 17 de 
junio, 1 de agosto, 12 (2.ª y 3.ª), 13, 22 (2.ª), 23 (1.ª, 2.ª y 3.ª), 24 (1.ª, 2.ª y 3.ª), 26 (1.ª, 
2.ª, 3.ª y 4.ª), 27 (1.ª, 2.ª, 3.ª, 4.ª y 5.ª), 28 (1.ª, 2.ª y 3.ª) y 29 (1.ª, 2.ª, 3.ª y 4.ª) de 
septiembre, y 4 y 15 (2.ª) de octubre de 2005, 20 de enero, 19 de abril, 30 y 31 de mayo, 
9 de junio, 12, 13, 19, 20 y 27 de septiembre, 3, 4 y 25 de octubre, 17 de noviembre y 16, 
20 y 21 de diciembre de 2006, 14, 20 y 28 de febrero, 30 de marzo, 2 de abril, 12, 30 y 31 
de mayo, 1 (1.ª, 2.ª y 3.ª) y 2 (1.ª y 2.ª) de junio, 19 de julio, 29 (1.ª y 2.ª), 30 (1.ª y 2.ª) y 
31 (1.ª y 2.ª) de octubre, las numerosas de 2, 3, 6, 7, 8, 12, 13, 14, 15 y 16 de noviembre 
y 27 de diciembre de 2007, 25 de enero, 12 y 13 de febrero, 22 de octubre y 1 de 
diciembre de 2008, 12 de marzo de 2009, 2 de diciembre de 2010 y 5 de abril de 2011.

1.  En el caso al que se refiere este recurso, el título calificado es una escritura de 
constitución de una sociedad de responsabilidad limitada en cuyo otorgamiento uno de 
los socios fundadores está representado por otra persona. En la referida escritura de 
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constitución se detallan las circunstancias que identifican a la persona representada y se 
especifican determinados datos de la escritura pública de apoderamiento (notario 
autorizante, fecha y número de protocolo). Además, el notario autorizante de la escritura 
calificada expresa que se le ha exhibido copia autorizada de la escritura de apoderamiento 
y añade que comprueba que el apoderado tiene conferidas facultades suficientes «para 
intervenir en la presente escritura de constitución de sociedad de responsabilidad 
limitada». Según la calificación impugnada, la registradora Mercantil suspende la 
inscripción porque, a su juicio, «...En la escritura presentada falta la debida transcripción, 
aunque somera, suficiente de las facultades atinentes al caso que integran el contenido 
del poder o cuando menos una referencia o relación de la esencia de tales facultades, por 
lo que queda sin motivación y por tanto incompleto el juicio de valor emitido por el notario 
autorizante e impide la función calificadora del registrador…».

2.  La cuestión debatida debe resolverse según la reiteradísima doctrina de este 
Centro Directivo sobre la aplicación del artículo 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, 
que resulta de las Resoluciones citadas en los «Vistos» de la presente.

Señala el artículo el apartado 1.º del artículo 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, 
que «En los instrumentos públicos otorgados por representantes o apoderado, el notario 
autorizante insertará una reseña identificativa del documento auténtico que se le haya 
aportado para acreditar la representación alegada y expresará que, a su juicio, son 
suficientes las facultades representativas acreditadas para el acto o contrato a que el 
instrumento se refiera». Por su parte, el apartado 2.º del mismo artículo 98 establece que 
«La reseña por el notario de los datos identificativos del documento auténtico y su 
valoración de la suficiencia de las facultades representativas harán fe suficiente, por sí 
solas, de la representación acreditada, bajo responsabilidad del notario. El registrador 
limitará su calificación a la existencia de la reseña identificativa del documento, del juicio 
notarial de suficiencia y a la congruencia de éste con el contenido del título presentado, 
sin que el Registrador pueda solicitar que se le transcriba o acompañe el documento del 
que nace la representación».

Para entender válidamente cumplidos los requisitos contemplados en el mencionado 
artículo 98 en los instrumentos públicos otorgados por representantes o apoderado, el 
notario deberá emitir con carácter obligatorio un juicio acerca de la suficiencia de las 
facultades acreditadas para formalizar el acto o negocio jurídico pretendido o en relación 
con aquellas facultades que se pretendan ejercitar. Las facultades representativas 
deberán acreditarse al notario mediante exhibición del documento auténtico. Asimismo, el 
notario deberá hacer constar en el título que autoriza, no sólo que se ha llevado a cabo el 
preceptivo juicio de suficiencia de las facultades representativas, congruente con el 
contenido del título mismo, sino que se le han acreditado dichas facultades mediante la 
exhibición de documentación auténtica y la expresión de los datos identificativos del 
documento del que nace la representación.

De acuerdo a la misma doctrina citada, el registrador deberá calificar, de un lado, la 
existencia y regularidad de la reseña identificativa del documento del que nace la 
representación y, de otro, la existencia del juicio notarial de suficiencia expreso y concreto 
en relación con el acto o negocio jurídico documentado y las facultades ejercitadas, así 
como la congruencia del juicio que hace el notario del acto o negocio jurídico documentado 
y el contenido del mismo título.

Dicho de otro modo, deberá calificar que se ha practicado la reseña de modo 
adecuado y que se ha incorporado un juicio de suficiencia de las facultades del 
representante, siendo el contenido de éste congruente con el acto o negocio jurídico 
documentado.

Esta Dirección General ha reiterado en numerosas ocasiones que el registrador no 
puede revisar la valoración que, en la forma prevenida en el artículo 98.1 de la Ley 24/2001, 
el notario autorizante haya realizado de la suficiencia de las facultades representativas de 
quien comparece en nombre ajeno que hayan sido acreditadas. Y es que el apartado 2 de 
dicho artículo, al referirse en el mismo plano a la narración de un hecho, cual es la 
constatación –«reseña»– de los datos de identificación del documento auténtico aportado, y 
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a un juicio –«valoración»– sobre la suficiencia de la representación, revela la especial 
eficacia que se atribuye a esa aseveración notarial sobre la representación –«harán fe 
suficiente, por sí solas de la representación acreditada»–, de modo que además de quedar 
dicha reseña bajo la fe pública notarial, se deriva de ese juicio de valor sobre la suficiencia 
de las facultades representativas una fuerte presunción «iuris tantum» de validez que será 
plenamente eficaz mientras no sea revisada judicialmente.

De este modo se equiparan el valor del juicio sobre la capacidad natural del otorgante 
con el del juicio de idoneidad o legitimación para intervenir en nombre ajeno «alieno nomine 
agere», expresado en la forma prevenida en dicha norma legal, juicio este último que 
comprende la existencia y suficiencia del poder, así como, el ámbito de la representación 
legal u orgánica y, en su caso, la personalidad jurídica de la entidad representada.

Por otra parte, los antecedentes legislativos y la redacción final del artículo 98 de 
la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden 
social, confirman la anterior conclusión.

Confirmando el criterio mantenido reiteradamente por este Centro Directivo, la Ley 24/2005, 
de 18 de noviembre, de reformas para el impulso a la productividad, cuyo artículo 34 
modifica el apartado 2.º del artículo 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre (en la 
misma línea, puede citarse el artículo 166.1.º del Reglamento Notarial modificado por el 
Real Decreto 45/2007, de 19 de enero), aclaró de forma significativa los términos de la 
intervención notarial, así como el ámbito de calificación del registrador. Con la nueva redacción 
del artículo 98 párrafo segundo, se precisa que «El registrador limitará su calificación a la 
existencia de la reseña identificativa del documento, del juicio notarial de suficiencia y a la 
congruencia de éste con el contenido del título presentado, sin que el Registrador pueda solicitar 
que se le transcriba o acompañe el documento del que nace la representación».

Por otra parte, y habida cuenta de la transcendencia que se atribuye a la suficiencia 
de las facultades representativas, este juicio notarial debe ser expresado, no de forma 
genérica o abstracta, sino necesariamente concretado al «acto o negocio jurídico al que 
el instrumento se refiera». Sólo de este modo será posible verificar la necesaria 
congruencia entre el juicio notarial de suficiencia y el contenido del título que demanda el 
artículo 98.2 de la Ley 24/2001.

3.  En el presente caso, el notario autorizante del título calificado ha reseñado 
debidamente el documento auténtico del que nace dicha representación, la escritura pública 
de apoderamiento. Por otra parte, expresa que se le exhibe copia autorizada de la escritura 
de poder, desde la que comprueba que el apoderado tiene conferidas facultades suficientes 
«para intervenir en la presente escritura de constitución de sociedad de responsabilidad 
limitada». Ese juicio de suficiencia contenido en la escritura es congruente y coherente con 
el negocio jurídico documentado en dicho título y con el mismo contenido de éste.

Carecen, por tanto, de virtualidad alguna las objeciones manifestadas por la 
registradora, ya que, atendidos los artículos 18 de la Ley Hipotecaria y 98 de la Ley 24/2001, 
de 27 de diciembre, el notario no tiene por qué especificar cuáles son esas facultades 
representativas contenidas en la escritura de apoderamiento que considera suficientes. Y el 
juicio notarial sobre suficiencia de tales facultades está correctamente expresado, ya que 
resulta congruente con el contenido del negocio jurídico documentado en el título, siendo 
este aspecto capital el que debería haber calificado la registradora.

Según el artículo 18 de la Ley Hipotecaria, el registrador habrá de efectuar su 
calificación por lo que resulte del propio título y de los asientos del Registro. En este 
ámbito, el juicio que el notario ha emitido sobre la suficiencia de las facultades 
representativas en la escritura calificada no resulta contradicho por el contenido de ésta. 
La calificación impugnada expresa objeciones a la valoración notarial de la suficiencia de 
tales facultades sin aplicar la norma del artículo 98 de la Ley 24/2001; e implica la revisión 
de un juicio –el de suficiencia de las facultades representativas de quien comparece en 
nombre ajeno– que legalmente compete al notario, con el alcance que ha sido expresado 
anteriormente. Por ello, dicha calificación carece de fundamento legal y excede del ámbito 
que le es propio, conforme a los artículos 18 de la Ley Hipotecaria, 98 de la Ley 24/2001 y 
143 del Reglamento Notarial, según el criterio de este Centro Directivo que resulta de 
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anteriores y numerosas Resoluciones por las que ha resuelto recursos frente a 
calificaciones negativas análogas a la ahora impugnada.

Por lo demás, el criterio mantenido por este Centro Directivo había sido recientemente 
reiterado en la Resolución de 2 de diciembre de 2010, por lo que al haber sido ya 
publicada en el «Boletín Oficial del Estado» –el 20 de diciembre– en el momento de la 
calificación impugnada no debía ser desconocida por la registradora (cfr. artículo 327, 
párrafo décimo, de la Ley Hipotecaria).

En consecuencia, esta Dirección General ha acordado estimar el recurso y revocar la 
nota de calificación de la registradora.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir mediante demanda 
ante el Juzgado de lo Mercantil de la provincia donde radica el Registro, en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, conforme a 
lo establecido en la disposición adicional vigésima cuarta de la Ley 24/2001, 27 de 
diciembre, y los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 1 de julio de 2011.–La Directora General de los Registros y del Notariado, M.ª 
Ángeles Alcalá Díaz.
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